ACCION DE TUTELA SEGUNDA INSTANCIA                               

                                                                          RADICACIÓN: 66001 31 87 002 2015 00238                                                                        ACCIONANTE: apoderada judicial de  MUTUAL CAPITAL S.A.S
ASUNTO: REVOCA 

HECHO SUPERADO/ Rechazo de petición con fundamento en que no se adjuntaron los documentos necesarios para resolverla
“(…) en el transcurso del trámite de amparo, el IGAC respondió a la abogada Gloria Lucía Ramírez Vélez su requerimiento, mediante escrito del 14-12-2015 en el que le puso de presente que la petición de rectificación del área radicada bajo el No.ER 12342 de 2014 había sido rechazada por el sistema por carecer de los documentos necesarios para iniciar el trámite solicitado de acuerdo a la Resolución No.70 de 2011, debiendo proceder a radicar de nuevo la solicitud con los documentos exigidos en la norma (…)”  

“(…) la Sala concluye que si bien la entidad demandada en principio había omitido, sin justificación alguna, dar respuesta a su petición del 28 de octubre de 2014, también lo es que el hecho que motivó la interposición del presente amparo se ha superado por carencia actual de objeto, lo que hace innecesaria la intervención del juez constitucional ante la inexistencia de vulneración de derechos fundamentales (…)”
Citas: Corte Constitucional, sentencias T-142 de 2012 y T-117 A de 2013.
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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA - RISARALDA
SALA DE DECISIÓN PENAL
     M.P. JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Pereira, doce (12) de febrero de dos mil dieciséis (2016)

Proyecto aprobado por Acta No.104
Hora: 11:00 a.m. 
1. ASUNTO A DECIDIR
Corresponde a la Sala resolver la impugnación presentada por el Secretario Abogado del Instituto Geográfico Agustín Codazzi territorial Risaralda -IGAC en contra del fallo de tutela emitido 18 de diciembre de 2015 por el Juzgado 2º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, Risaralda.
2. RESUMEN DE LOS HECHOS
2.1. La abogada Gloria Lucía Ramírez Vélez, actuando como apoderada judicial de la sociedad MUTUAL CAPITAL S.A.S. interpuso acción de tutela en contra del IGAC territorial Risaralda por cuanto consideró que dicha entidad había vulnerado el derecho de petición, toda vez que no se había dado respuesta a la solicitud radicada desde el 28 de octubre de 2014 bajo el No.6600100076872014 tendiente a que se rectificara el área de terreno del predio identificado con la ficha catastral No.00-04-002-0037-000, ubicado en la vereda Mundo Nuevo, lote la Barreneche, hoy La Giralda 2, zona rural del municipio de Pereira, por cuanto la misma no corresponde a su cabida real. De tal manera, que con las inconsistencias existentes, no se ha podido efectuar el englobe de las 4 matrículas inmobiliarias que comprenden un solo globo de terreno.

2.2. Por lo anterior, solicitó que se tutele el derecho fundamental de petición con el fin de que el IGAC de manera inmediata y efectiva, resuelva lo requerido y como consecuencia, se ordene al IGAC realizar la correspondiente rectificación del área de terreno del predio descrito anteriormente.

2.3. Adjuntó copia de la constancia de radicación de solicitud en el IGAC el 28 de octubre de 2014. (Folio 7) 
3. RESPUESTA DE LA ENTIDAD ACCIONADA
3.1. INSTITUTO COLOMBIANO AGUSTÍN CODAZZI – IGAC

Su Secretario-Abogado Territorial de Risaralda se refirió al marco legal sobre el cual dicho el Instituto actúa para responder a la función de máxima autoridad catastral en el país.
Informó que revisada la documentación anexa con la demanda de tutela, se evidenció que la solicitud de rectificación de área a la cual hizo referencia en la petición, está radicada bajo el No.ER 12342 de 2014 y esta fue rechazada por el sistema al carecer de los documentos soportes para iniciar el trámite requerido, de conformidad con lo dispuesto en la Resolución No. 70 de 2011.

Por lo anterior, solicitó que se declare la improcedencia de la acción de tutela, por cuanto no se han vulnerado derechos fundamentales a la empresa MUTUAL CAPITAL S.A.S., la que incumplió con la normativa técnica establecida por el IGAC, máxime que ha transcurrido más de una año para implorar el amparo referido.  (Fls. 16-17). 
Anexó copia de la respuesta dirigida a la apoderada judicial de la empresa MUTUAL CAPITAL S.A.S. (Fls. 14 y 15). 

4. DECISIÓN DE PRIMERA INSTANCIA
Mediante sentencia del 18 de diciembre de 2015 el Juzgado 2º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, resolvió tutelar los derechos constitucionales de petición y debido proceso de la empresa MUTUAL CAPITAL S.A.S. y como consecuencia de lo anterior, ordenó al IGAC que en un término de seis (6) días hábiles contados a partir del día siguiente al de notificación del presente fallo, respondieran de manera real, efectiva y materialmente, la petición para que se rectificara el área del terreno del predio identificado con la ficha catastral No.00-04-0002-0037-0000, ubicado en la vereda Mundo Nuevo, lote Barreneche, hoy la Giralda 2, zona rural de Pereira, que representara desde el 28 de octubre de 2014. (Fls. 16-20)
5. FUNDAMENTOS DE LA  IMPUGNACIÓN
El Secretario Abogado del IGAC impugnó la decisión del A quo utilizando los mismos argumentos que fueron expuestos en la contestación a la demanda de tutela. En su escrito, solicitó que se reconsidere el fallo emitido, pues con el mismo la entidad incurriría en errores de hecho y de derecho, violentando de esa manera la normativa dispuesta en la Resolución No. 070 de 2011, toda vez que no se vulneraron derechos fundamentales a la parte actora, por cuanto a la misma se le ha dado una respuesta real y efectiva en el sentido de que no radicó con su petición los documentos exigidos; por lo tanto, no es procedente realizar la rectificación tal como lo pretende el Juez de primer nivel que se haga y en tal sentido, el sistema nacional catastral rechazó la solicitud y no es posible restablecerla. 

Por lo tanto, hizo referencia a la jurisprudencia constitucional sobare la imposibilidad física y jurídica por parte de la entidad accionada para dar cumplimiento a la orden original el fallo.

Lo anterior, aunado a que ha transcurrido más de un año para deprecar el amparo constitucional, lo que significa que se instauró la acción de tutela en tiempo oportuno  (Fls. 23-25).
Anexó copia de la comunicación suscrita por el área de Conservación Catastral en la que relaciona los documentos que la tutelante debe allegar con el fin de dar trámite a su solicitud.  (Folio 26).
6. CONSIDERACIONES DE LA SALA
6.1. Esta Sala es competente para conocer de la presente acción, de conformidad con lo  establecido en el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991 reglamentario del artículo 86 de la C.N. A su vez se cumplen los requisitos de legitimación por activa y por pasiva, previstos en los artículos 10 y 13 del Decreto 2591 de 1991. 

6.2. La Constitución Política Colombiana consagró la acción de tutela en el Art. 86 como un derecho que tiene toda persona para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por sí misma o por quien actúe a su nombre, la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública, o de particulares en su caso, protección que consistirá en una orden para que aquel respecto de quien se solicita la tutela, actúe o se abstenga de hacerlo, fallo que será de inmediato cumplimiento; pero esta acción solo es procedente cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que ella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.
6.3 Problema jurídico y solución 

Le corresponde determinar a esta Corporación si la decisión adoptada en primera instancia se hizo observando los parámetros legales y constitucionales al tutelar los derechos fundamentales invocados por la accionante o si por el contrario, hay lugar a revocarla. 

6.4 Sobre el derecho de petición

El derecho fundamental consagrado en el artículo 23 de la norma superior, comprende la posibilidad de presentar peticiones respetuosas ante las autoridades, facultad que está garantizada con la obligación que a éstas les asiste de dar trámite a la solicitud, sin que exista argumento alguno para negar su admisión o iniciar los trámites necesarios para dar la respuesta, la cual debe ser oportuna y emitida dentro de los términos legales establecidos en el ordenamiento jurídico. La  petición debe ser resuelta de fondo, refiriéndose de manera concreta a los asuntos planteados y comunicando prontamente lo decidido, independientemente de que la respuesta sea favorable o adversa a los intereses del peticionario. 

En la Sentencia T-142 de 2012
, se dijo respecto al derecho de petición, lo siguiente:

“a) El derecho de petición es fundamental y determinante para la efectividad de los mecanismos de la democracia participativa. Además, porque mediante él se garantizan otros derechos constitucionales, como los derechos a la información, a la participación política y a la libertad de expresión. 
b) El núcleo esencial del derecho de petición reside en la resolución pronta y oportuna de la cuestión, pues de nada serviría la posibilidad de dirigirse a la autoridad si ésta no resuelve o se reserva para sí el sentido de lo decidido. 
c) La respuesta debe cumplir con estos requisitos: 1. oportunidad 2. Debe resolverse de fondo, clara, precisa y de manera congruente con lo solicitado 3. Ser puesta en conocimiento del peticionario. Si no se cumple con estos requisitos se incurre en una vulneración del derecho constitucional fundamental de petición. 
d) Por lo anterior, la respuesta no implica aceptación de lo solicitado ni tampoco se concreta siempre en una respuesta escrita.
e) Este derecho, por regla general, se aplica a entidades estatales, esto es, a quienes ejercen autoridad. Pero, la Constitución lo extendió a las organizaciones privadas cuando la ley así lo determine.
f) La Corte ha considerado que cuando el derecho de petición se formula ante particulares, es necesario separar tres situaciones: 1. Cuando el particular presta un servicio público o cuando realiza funciones de autoridad. El derecho de petición opera igual como si se dirigiera contra la administración. 2. Cuando el derecho de petición se constituye en un medio para obtener la efectividad de otro derecho fundamental, puede protegerse de manera inmediata. 3. Pero, si la tutela se dirige contra particulares que no actúan como autoridad, este será un derecho fundamental solamente cuando el Legislador lo reglamente.
g) En relación con la oportunidad de la respuesta, esto es, con el término que tiene la administración para resolver las peticiones formuladas, por regla general, se acude al artículo 6º del Código Contencioso Administrativo que señala 15 días para resolver. De no ser posible, antes de que se cumpla con el término allí dispuesto y ante la imposibilidad de dar una respuesta en dicho lapso, la autoridad o el particular deberá explicar los motivos y señalar el término en el cual se realizará la contestación. Para este efecto, el criterio de razonabilidad del término será determinante, puesto que deberá tenerse en cuenta el grado de dificultad o la complejidad de la solicitud. Cabe anotar que la Corte Constitucional ha confirmado las decisiones de los jueces de instancia que ordenan responder dentro del término de 15 días, en caso de no hacerlo, la respuesta será ordenada por el juez, dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes.
h) La figura del silencio administrativo no libera a la administración de la obligación de resolver oportunamente la petición, pues su objeto es distinto. El silencio administrativo es la prueba incontrovertible de que se ha violado el derecho de petición.

i) El derecho de petición también es aplicable en la vía gubernativa, por ser ésta una expresión más del derecho consagrado en el artículo 23 de la Carta. Sentencias T-294 de 1997 y T-457 de 1994.

En consecuencia, ha entendido la jurisprudencia de la Corte que, se vulnera el derecho fundamental de petición al omitir dar resolución pronta y oportuna de la cuestión. Esto ocurre cuando se presenta una de dos circunstancias: “(i) que al accionante no se le permita presentar petición, o (ii) que exista presentación de una solicitud por parte del accionante. En este sentido, la vulneración del derecho de petición se presentará o bien por la negativa de un agente de recibir la respectiva petición o frustrar su presentación – circunstancia (i)-; o bien que habiendo presentado una petición respetuosa no ha obtenido respuesta, o que la solicitud presentada no fue atendida debidamente –circunstancia (ii).”
En lo que tiene que ver con la segunda circunstancia, referente a la falta de respuesta por parte de la entidad, la jurisprudencia constitucional, ha establecido que el derecho de petición supone un resultado, que se manifiesta en la obtención de la pronta resolución de la petición.

Sin embargo, se debe aclarar que , el derecho de petición no implica una prerrogativa en virtud de la cual, el agente que recibe la petición se vea  obligado a definir favorablemente las pretensiones del solicitante, razón por la cual no se debe entender conculcado este derecho cuando la autoridad responde oportunamente al peticionario, aunque la respuesta sea negativa.”
6.5. Respecto al debido proceso, este derecho fundamental se encuentra consagrado en el artículo 29 de la norma superior, comprende:

“Artículo 29. El debido proceso se aplicará a toda clase de actuaciones judiciales y administrativas. Nadie podrá ser juzgado sino conforme a leyes preexistentes al acto que se le imputa, ante juez o tribunal competente y con observancia de la plenitud de las formas propias de cada juicio. En materia penal, la ley permisiva o favorable, aun cuando sea posterior, se aplicará de preferencia a la restrictiva o desfavorable. Toda persona se presume inocente mientras no se la haya declarado judicialmente culpable. Quien sea sindicado tiene derecho a la defensa y a la asistencia de un abogado escogido por él, o de oficio, durante la investigación y el juzgamiento; a un debido proceso público sin dilaciones injustificadas; a presentar pruebas y a controvertir las que se alleguen en su contra; a impugnar la sentencia condenatoria, y a no ser juzgado dos veces por el mismo hecho. Es nula, de pleno derecho, la prueba obtenida con violación del debido proceso.

En la Sentencia C 939 – 2003, se dijo respecto al derecho al debido proceso, lo siguiente: “La Corte se ha pronunciado en numerosas ocasiones sobre el contenido esencial de este derecho fundamental [12]. En tal sentido se ha entendido que éste parte del principio de legalidad como pilar fundamental en el ejercicio de las funciones por parte de las autoridades judiciales y administrativas, razón por la cual, éstas se encuentran obligadas a respetar las formas propias de cada juicio y a asegurar la efectividad de todas las garantías constitucionales básicas como son el derecho de defensa, de contradicción, de impugnación, etc.

Al respecto, la Corte Constitucional en sentencia C-641 de 2002, con ponencia del Magistrado Rodrigo Escobar Gil consideró lo siguiente:

“De ahí que esta Corporación haya definido el derecho fundamental al debido proceso, como la regulación jurídica que de manera previa limita los poderes del Estado y establece las garantías de protección a los derechos de los individuos, de modo que ninguna de las actuaciones de las autoridades públicas dependa de su propio arbitrio, sino que se encuentren sujetas a los procedimientos señalados en la ley [13].

Por otra parte, el derecho al debido proceso tiene como objetivo fundamental, la defensa y preservación del valor material de la justicia, a través del logro de los fines esenciales del Estado, como la preservación de la convivencia social y la protección de todas las personas residentes en Colombia en su vida, honra, bienes y demás derechos y libertades públicas (preámbulo y artículos 1° y 2° de la C.P). Con este propósito, la Corte ha determinado que, en esencia, "el derecho al debido proceso tiene la función de defender y preservar el valor de la justicia reconocida en el preámbulo de la Carta Fundamental, como una garantía de convivencia social de los integrantes de la comunidad nacional"[14].

Por consiguiente, el debido proceso exige de las autoridades públicas la sujeción de sus actuaciones a los procedimientos previamente establecidos, ajenos a su propio arbitrio y destinados a preservar las garantías sustanciales y procedimentales previstas en la Constitución y en la ley. (Subrayas nuestras)
6.6. Solución al caso concreto 

6.6.1. La apoderada judicial del señor Jorge Alberto Vélez Velásquez, representante legal de la empresa MUTUAL CAPITAL S.A.S., reclamó la protección del derecho fundamental de petición de su mandante, por considerar que el IGAC territorial Regional no había emitido respuesta a su solicitud radicada en dicho instituto el 28 de octubre de 2014, tendiente a que se rectificara el área del terreno del predio identificado con la ficha catastral No.00-04-0002-0037-0000, ubicado en la vereda Mundo Nuevo, lote Barreneche, hoy la Giralda 2, zona rural de Pereira.
6.6.2.  Frente a los derechos que le asisten a los particulares cuanto presentan peticiones, el artículo 13 de la Ley 1755 de 2015 señala lo siguiente: “Artículo 13. Objeto y modalidades del derecho de petición ante autoridades. Toda persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a las autoridades, en los términos señalados en este código, por motivos de interés general o particular, y a obtener pronta resolución completa y de fondo sobre la misma…”
A su vez, el artículo 14º de dicha normatividad, reza: “Artículo 14. Términos para resolver las distintas modalidades de peticiones. Salvo norma legal especial y so pena de sanción disciplinaria, toda petición deberá resolverse dentro de los quince (15) días siguientes a su recepción. Estará sometida a término especial la resolución de las siguientes peticiones:
 
1. Las peticiones de documentos y de información deberán resolverse dentro de los diez (10) días siguientes a su recepción. Si en ese lapso no se ha dado respuesta al peticionario, se entenderá, para todos los efectos legales, que la respectiva solicitud ha sido aceptada y, por consiguiente, la administración ya no podrá negar la entrega de dichos documentos al peticionario, y como consecuencia las copias se entregarán dentro de los tres (3) días siguientes.  2. Las peticiones mediante las cuales se eleva una consulta a las autoridades en relación con las materias a su cargo deberán resolverse dentro de los treinta (30) días siguientes a su recepción.
 
Parágrafo. Cuando excepcionalmente no fuere posible resolver la petición en los plazos aquí señalados, la autoridad debe informar esta circunstancia al interesado, antes del vencimiento del término señalado en la ley expresando los motivos de la demora y señalando a la vez el plazo razonable en que se resolverá o dará respuesta, que no podrá exceder del doble del inicialmente previsto.”

De conformidad con los términos legales señalados para que las autoridades contesten los derechos de petición, se evidencia que el IGAC hizo caso omiso a los mismos, lo que llevó a la apoderada del accionante a solicitar la intervención del juez constitucional con el fin de hacer efectiva dicha prerrogativa.

6.6.3. No obstante lo anterior, observa la Sala que en el transcurso del trámite de amparo, el IGAC respondió a la abogada Gloria Lucía Ramírez Vélez su requerimiento, mediante escrito del 14-12-2015 en el que le puso de presente que la petición de rectificación del área radicada bajo el No.ER 12342 de 2014 había sido rechazada por el sistema por carecer de los documentos necesarios para iniciar el trámite solicitado de acuerdo a la Resolución No.70 de 2011, debiendo proceder  a radicar de nuevo la solicitud con los documentos exigidos en la norma (Fls. 14 y 15).  
6.6.4.  Por lo anterior, considera esta instancia constitucional que el  juez de primer grado debió haber declarado un hecho superado, máxime que el IGAC para tramitar la petición del  28 de octubre de 2014 debe contar con el material probatorio que requirió a la tutelante a través del oficio del 14-12-2015.  Por tal razón, ordenar al IGAC a que responda de manera congruente, clara, precisa y de fondo con respecto a la rectificación del área de terreno de inmueble identificado con la ficha catastral No.00-04-0002-0037-000, sería pretermitir lo dispuesto en la Resolución No.070 de 2011 “Por la cual se reglamenta técnicamente la formación catastral, la actualización de la formación catastral y la conservación catastral.”, a la cual se debe sujetar el propietario del terreno aludido, quien deberá allegar el material probatorio requerido por el IGAC, toda vez que su solicitud fue rechazada por la ausencia del mismo.

6.6.5. Por lo anterior, la Sala concluye que si bien la entidad demandada en principio había omitido, sin justificación alguna, dar respuesta a su petición del 28 de octubre de 2014, también lo es que el hecho que motivó la interposición del presente amparo se ha superado por carencia actual de objeto, lo que hace innecesaria la intervención del juez constitucional ante la inexistencia de vulneración de derechos fundamentales, tal como lo ha reiterado la jurisprudencia constitucional, de la siguiente manera (Sentencia T-117 A de 2013): 
“El artículo 26 del Decreto 2591 reglamenta la figura del hecho superado así: “Si, estando en curso la tutela, se dictare resolución, administrativa o judicial, que revoque, detenga o suspenda la actuación impugnada, se declarará fundada la solicitud únicamente para efectos de indemnización y de costas, si fueren procedentes”.
 
En el mismo sentido, la Corte Constitucional[21], ha explicado que la carencia actual de objeto por hecho superado, se origina cuando desaparece la afectación al derecho fundamental invocado.

 

Así, por ejemplo, en la Sentencia T-570 de 1992, la Corte señaló que si bien la acción de tutela es el mecanismo eficaz para la protección de los derechos fundamentales cuando éstos resulten amenazados o vulnerados, si la perturbación que dio origen a la acción desaparece o es superada, entonces, el peticionario carece de interés jurídico ya que dejan de existir el sentido y objeto del amparo, razón por la cual habrá de declararse la carencia actual de objeto por hecho superado. La Corte, al respecto, ha señalado:

 

“La acción de tutela tiene por objeto la protección efectiva y cierta del derecho constitucional fundamental presuntamente violado o amenazado, lo cual explica la necesidad del pronunciamiento del juez en sentido positivo o negativo. Ello constituye a la vez el motivo por el cual la persona que se considera afectada se dirige ante la autoridad judicial, de modo que si la situación de hecho de la cual esa persona se queja ya ha sido superada en términos tales que la aspiración primordial en que consiste el derecho alegado está siendo satisfecha, ha desaparecido la vulneración o amenaza y, en consecuencia, la posible orden que impartiere el juez caería en el vacío”[22].
 En concordancia con lo anterior, en la sentencia T-167 de 1997, la Corte señaló que:

 

“El objetivo fundamental de la acción de tutela es la protección efectiva e inmediata de los derechos constitucionales fundamentales, en aquellos casos en que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción u omisión de una autoridad pública o de un particular en los términos que establece la Constitución y la ley. Obsérvese que la eficacia de esta acción se manifiesta en la posibilidad que tiene el juez constitucional, si encuentra probada la vulneración o amenaza alegada, de impartir una orden encaminada a la defensa actual e inminente del derecho en disputa. Pero si la situación de hecho que generó la violación o la amenaza ya ha sido superada, el mandato que pueda proferir el juez en defensa de los derechos fundamentales conculcados, ningún efecto podría tener, el proceso carecería de objeto y la tutela resultaría improcedente; en otras palabras, la acción de amparo perdería su razón de ser.” 
Esto significa que la acción de tutela pretende evitar la vulneración de derechos fundamentales y su eficacia está atada a la posibilidad de que el juez constitucional profiera órdenes que conduzcan a evitar la vulneración inminente o irreparable de los derechos fundamentales. Al desaparecer el hecho que presuntamente conculca los derechos de un ciudadano carece de sentido que el juez constitucional profiera órdenes que no conducen a la protección de los derechos de los ciudadanos. Así, cuando el hecho vulnerador desaparece se extingue el objeto actual del pronunciamiento, haciendo inocuo un fallo de fondo del juez constitucional.”
(Subrayas propias)

Por las razones ahora analizadas, se revocará el fallo estudiado y en su lugar,  se declarará la existencia de un hecho superado en la presente acción de tutela.
DECISIÓN

Con base en lo expuesto en precedencia, la Sala de Decisión Penal del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley.

RESUELVE

PRIMERO: REVOCAR la sentencia de primera instancia proferida el 18 de diciembre de 2015 por el Juzgado 2º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, dentro de la acción de tutela instaurada por la abogada Gloria Lucía Ramírez Vélez, apoderada judicial del señor Jorge Alberto Vélez Velásquez, representante legal de MUTUAL CAPITA S.A.S. en contra del IGAC. 
SEGUNDO: DECLARAR la existencia de un hecho superado, dentro de la tutela interpuesta por la abogada Gloria Lucía Ramírez Vélez, apoderada judicial del señor Jorge Alberto Vélez Velásquez, representante legal de MUTUAL CAPITA S.A.S. en contra del IGAC.
TERCERO: NOTIFICAR esta providencia a las partes por el medio más expedito posible, de conformidad con el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991 y REMITIR la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

MARÍA ELENA RÍOS VÁSQUEZ 

Secretaria

� M.P. Dr. Alejandro Martínez Caballero 
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